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Introducción

El propósito de este artículo es discutir los cambios que se han hecho a 
la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal (LOAPF), habiendo 
transcurrido cuarenta años de su publicación. La versión publicada en el 
Diario Oficial de la Federación el 29 de diciembre de 1976 la identificaba 
como Nueva Ley, puesto que derogaba la que se había publicado en 1958 
e incorporaba una serie de mandatos que resultaban innovadores para el 
momento como podría haber sido la creación de Secretarías como la de 
Programación y Presupuesto que implicaba atribuir las responsabilidades 
de planeación, la presupuestación y el ejercicio de gasto en distintas 
agencias. Los cambios a los que de manera particular referirá este artículo 
se inscriben en la instauración del Sistema Nacional Anticorrupción (SNA), 
que también representa un hito modernizador en nuestra tradición político-
administrativa. 

A cuarenta años de ese suceso, es importante tener en mente que una 
buena proporción de los argumentos para un cambio administrativo en 
las últimas dos décadas parten o han sido definidos en mayor o menor 
medida por la corriente de la nueva gestión pública (NGP). En cuanto a 
rendición de cuentas y control interno, desde el modelo NGP se considera 
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que esta rendición de cuentas debe hacerse con base en los recursos 
utilizados y metas alcanzadas, el control debe hacerse sobre resultados, 
se debe involucrar a la ciudadanía en la toma de decisiones y la evaluación 
de políticas públicas, y otros actores, notablemente el Legislativo, deben 
vigilar el desempeño de la administración.1 

Teniendo ese referente teórico, enmarcamos la discusión enfatizando las 
modificaciones registradas en la LOAPF respecto a las responsabilidades 
en materia de cambio y modernización administrativa, particularmente a la 
luz de la propuesta del SNA. De ahí que en el marco de las transformaciones 
administrativas más recientes, destaque la desaparición y reaparición de 
la Secretaría de la Función Púbica (SFP) durante el periodo de la actual 
administración. En este artículo se hace, entonces, una revisión de los 
cambios en la normatividad que generaron esta singular reestructuración, 
a fin de ubicar en el contexto administrativo y político más amplios ésta 
y otra serie de cambios que están relacionados con otra de las recientes 
iniciativas que va seguramente a modificar de manera muy sustantiva el 
quehacer político administrativo y que es el que se refiere a la instauración 
del Sistema Nacional Anticorrupción. 

Dentro de este esquema es, también, importante destacar la tarea referida 
a la vigilancia interna por parte de las instituciones, lo que empezó a suceder 
de forma explícita a partir de la creación de la Secretaría de Contraloría 
y Desarrollo Administrativo cuando el gobierno del presidente Ernesto 
Zedillo llega a la presidencia, y su posterior transformación en Secretaría 
de la Función Pública durante la administración de Vicente Fox. El ejer-
cicio de la función pública integra diversos procesos interrelacionados 
con el correcto desempeño de la Administración Pública (AP): sanciona a 
servidores públicos por incurrir en faltas administrativas; realiza auditorías; 
recibe y da seguimiento a las declaraciones patrimoniales de los funcio-
narios; impulsa la mejora de la gestión; resuelve consultas; maneja el 
Sistema de Contratación Pública Federal y el Servicio Profesional de 
Carrera; combate la corrupción; implementa y elabora la política pública 
en materia de transparencia y rendición de cuentas de la Administración 
Pública Federal (APF). 

Durante la primera administración panista, la del presidente Vicente 
Fox, y dentro del marco de la Agenda de Buen Gobierno, se identificó 
como causas principales de la corrupción dentro de las instituciones la 
compleja normatividad, la falta de capacitación del personal, los sistemas 
y procedimientos carentes de estándares, además de supuestos acerca 
de costumbres arraigadas e impunidad que alentaban estos procesos. 
Primero, desde la entonces Secretaría de Contraloría y Modernización 
Administrativa se diseñó el programa interinstitucional identificado 
1	 Christopher Hood, “A Public Management for All Seasons”, Public Administration Review, 

vol. 69, núm. 1, 1991, pp. 3-19.
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como Programa Nacional de Combate a la Corrupción y Fomento a la 
Transparencia y Desarrollo Administrativo. El programa solicitaba a las 
dependencias federales que identificaran los procesos prioritarios que 
debían mejorarse en áreas críticas para contribuir a evitar conductas 
irregulares por parte de servidores públicos.

En 2008, se impulsó ya desde la SFP el Programa de Mejora de la Gestión 
(PMG) a partir de disposiciones legales dentro de la Ley de Planeación 
y de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal (LOAPF). El 
programa incidía en dos vertientes: acciones que debía llevar a cabo la 
Administración Pública en conjunto, y acciones que desarrollarían cada 
una de las dependencias. A pesar de las complicaciones y resistencias en 
la implementación del PMG, el énfasis puesto entonces en la evaluación 
del desempeño, contribuyó a que ganaran importancia y relevancia 
agencias como los Órganos Internos de Control, así como órganos 
externos, situando como actores centrales tanto a la SFP en términos de 
control, como a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público en el área 
de fiscalización. De esta manera, se comenzó a configurar cada vez de 
manera más clara el componente de control al interior de la AP centralizada 
en un órgano de fiscalización interno de la Administración Pública Federal 
ubicada dentro del Poder Ejecutivo, conforme a lo dispuesto por el artículo 
90 constitucional.

Reestructuración de la Administración Pública Federal: la desapa-
rición de la Secretaría de la Función Pública

El cambio de gobierno en 2012 supuso una de las reconfiguraciones más 
significativas de los últimos años de la Administración Pública Federal. 
Parte del impacto político que supuso una alianza entre los tres principales 
partidos para superar el bloqueo legislativo que caracterizó a las dos 
administraciones panistas se expresó de forma muy diferenciada en la 
estructura de la AP central. A partir de la reforma de enero del 2013 a la 
LOAPF, en términos reales se eliminó la supuesta igualdad de todas las 
secretarías de Estado: la incorporación, por ejemplo, de la Secretaría de 
Seguridad Pública dentro de la estructura de la Secretaría de Gobernación, 
y las consecuentes reformas derivadas de ello, otorgaron a esta secretaría 
facultades de coordinación de las acciones de la APF, por acuerdo del 
titular del Ejecutivo, lo que en los hechos significó, también que adquiriera 
mayor poder en sus márgenes de acción y con ello una suerte de estatus 
superior.2

Otro de los proyectos de mayor relevancia en este periodo de 
reestructuración fue la propuesta de un Sistema Nacional Anticorrupción, 

2	 Véase artículo 10 en “Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas 
disposiciones de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal”, Diario Oficial de 
la Federación, del 02 de enero del 2013.
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diseñado como una instancia articuladora de siete instituciones y un 
Comité Coordinador encargado de definir las políticas públicas de su 
ámbito. Originalmente los componentes serían un Tribunal Federal de 
Justicia Administrativa, la Auditoría Superior de la Federación, la Fiscalía 
Especializada Anticorrupción, el hoy Instituto Nacional de Transparencia, 
Acceso a la Información y Protección de Datos Personales (INAI), el 
Consejo de la Judicatura y el Comité Ciudadano, y también se propuso la 
instauración de un órgano autónomo constitucional (OAC) sin una relación 
jerárquica directa con una serie de auditorías preventivas internas, que 
sustituiría a la SFP y a la red de órganos internos de control, aunque 
este órgano se desdibujó, como señalaremos más adelante, a partir de los 
intensos debates que se han llevado a cabo en los últimos meses. 

En el momento en el que se pensó desaparecer a la SFP, la mayor parte 
de sus funciones administrativas y de control pasarían a la SHCP, hasta 
la conformación del OAC planteado en la estrategia original del Sistema 
Nacional Anticorrupción. De esta forma, Hacienda adquiriría mayores 
responsabilidades de las que ya tiene, al convertirse en la instancia 
encargada de coordinar y supervisar el sistema de control gubernamental, 
y establecer las bases generales para la realización de auditorías 
internas, transversales y externas. Otro punto fundamental en este 
proceso de redistribución de facultades fue que jurídicamente la SHCP 
quedaría capacitada para expedir normas que regularan los instrumentos 
y procedimientos en las materias antes mencionadas y con facultades 
extendidas sobre las entidades de la APF, particularmente para designar 
a los comisarios de cada entidad, así como normar sus atribuciones y 
desempeño. 

Sin embargo, no se transfirieron a la SHCP las funciones que se podrían 
considerar fundamentales para el control interno en la AP, tales como 
la investigación de conductas y acciones de servidores que pudieran 
constituir responsabilidades administrativas y constitución de delitos, así 
como la aplicación de sanciones administrativas y la presentación de 
las denuncias ante las instancias legales correspondientes. El Decreto 
estableció que al expedir los ordenamientos reglamentarios de la reforma 
constitucional, el Congreso revisaría que el control interno y el sistema 
integral de control y evaluación gubernamental fueran congruentes con las 
atribuciones que le fueran conferidas al OAC. Con el fin de no interrumpir 
procesos fundamentales para el buen desempeño de la AP central, se 
dispuso que, en tanto se expidieran y entraran en vigor las disposiciones 
referidas en el Decreto, la SFP continuaría ejerciendo sus atribuciones 
conforme a los ordenamientos vigentes al momento de la expedición del 
documento.3 
3	 Por medio del artículo 2 transitorio del decreto de reforma de la Ley Orgánica de la 

Administración Pública Federal del 2 de enero del 2013, se dispuso que la Secretaría 
de la Función Pública quedaría disuelta cuando sus funciones fueran completamente 
integradas a un órgano constitucional autónomo en materia anticorrupción.
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Por otra parte, las estructuras conocidas como Órganos Internos de 
Control en las dependencias y entidades de la APF se convertirían en 
Unidades de Auditoría Preventiva. Sus objetivos no serían sustancialmente 
alterados en términos de su función, pues seguiría tratándose de órganos 
encargados de vigilar el cumplimiento de las leyes y normas en materia de 
administración y disposición de los recursos presupuestales, financieros, 
humanos y materiales. No obstante, hubo un cambio fundamental en tanto 
la reforma hacía responsables de la vigilancia y funciones de control a 
los propios titulares de las dependencias y entidades de la Administración 
Pública Federal y, por tanto, responsables del nombramiento de sus 
auditores preventivos, conforme a los perfiles que para tal efecto 
emitiera la SHCP. Regresar al esquema en el que el órgano de control 
estaba subordinado directamente al ente que supervisaba supuso una 
decisión polémica, en términos de vincular de manera excesiva ambos 
componentes en una relación institucional en la que necesariamente se 
requiere de cierta autonomía para no comprometer o alterar la eficacia del 
ejercicio de control. 

El Sistema Nacional Anticorrupción y el Regreso de la Secretaría de 
la Función Pública

Los primeros dos años de la administración del presidente Enrique Peña se 
caracterizaron por un dinamismo vertiginoso en varios ámbitos, sobre todo 
a raíz de los consensos logrados a partir de la firma del Pacto por México con 
el Congreso. Pero desde la segunda mitad del 2014, el panorama político 
cambió radicalmente. La crisis política y de legitimidad surgida a raíz del 
manejo del caso de los 43 normalistas desaparecidos y de las ausencias de 
los beneficios que se esperaban de las reformas estructurales, obligaron 
a la actual administración a modular, e incluso replantear sus estrategias 
en varios ámbitos. En términos de la reconfiguración de la AP centralizada 
con miras a la instauración del Sistema Nacional Anticorrupción (SNA), 
es innegable la presión política que ha recibido este proceso después del 
conflicto de interés protagonizado por el titular del Ejecutivo y su esposa 
en el caso de la propiedad en las Lomas de Chapultepec. Si el plan de 
gobierno planteaba medidas para el fortalecimiento del Estado de derecho 
en términos de transparencia, rendición de cuentas y control interno con 
la creación del SNA, este episodio generó una imagen contradictoria 
caracterizada por su opacidad e impunidad. 

En mayo del 2015 se publicó la reforma constitucional que creó el Sistema 
Nacional Anticorrupción como instancia de coordinación entre autoridades 
de todos los órdenes de gobierno. A fin de articularlo e instrumentalizarlo, 
se aprobaron durante el periodo legislativo extraordinario siete paquetes 
de legislación secundaria, los cuales consistirían en la generación de una 
Ley General del Sistema Nacional Anticorrupción, una Ley General de 
Responsabilidades Administrativas y la Ley de Fiscalización y Rendición 
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de Cuentas de la Federación. De igual forma, además de plantear reformar 
la LOAPF; se aprobaron reformas a la Ley Orgánica del Tribunal Federal 
de Justicia Administrativa, a la Ley Orgánica de la Procuraduría General 
de la República, y al Código Penal Federal. 

No obstante, al cumplirse el plazo establecido de un año para la publicación 
de la legislación secundaria, no se logró producir una propuesta exitosa que 
articulara un órgano constitucional autónomo para coordinar al sistema en 
los términos dentro de los cuales se había considerado originalmente. Ante 
el riesgo de generar mayores demoras y afectaciones al proyecto, y en un 
entorno político complicado, se tomó la decisión pragmática de revertir la 
creación del órgano autónomo y, en su lugar, plantear la reincorporación de 
la Secretaría de la Función Pública en la reforma a la LOAPF. La reforma, 
que en el marco de la agenda legislativa fue el penúltimo dictamen del 
paquete de leyes anticorrupción discutidas en el periodo extraordinario, 
fue aprobada el 17 de julio y publicada al día siguiente en el Diario Oficial 
de la Federación.4

Además de reincorporar a la SFP en la APF centralizada, en términos 
generales la reforma contiene disposiciones a través de las cuales se busca 
no sólo el mantenimiento de las políticas de prevención, investigación y 
sanción, sino también el fortalecimiento de las atribuciones y ampliación 
de facultades de las nuevas unidades de auditoría preventiva. Además 
de continuar teniendo la competencia exclusiva para resolver faltas admi-
nistrativas no graves, la Secretaría va a ser uno de los órganos encargados 
de la investigación de responsabilidades administrativas graves, que ahora 
serán juzgadas por el Tribunal Federal de Justicia Administrativa. De esta 
manera, se garantiza que quienes decidan sobre los actos de corrupción 
no sean subordinados de los acusados.

La SFP conserva la doble función que le atribuyen sus facultades, por una 
parte en materia de fiscalización en el manejo de recursos, fortaleciendo sus 
competencias en prevención, vigilancia, y por otra parte como agente del 
desarrollo administrativo. Su restitución como dependencia fundamental, 
junto con la SHCP, en materia de control y monitoreo, participando en 
materia de gasto, financiamiento control y evaluación de las entidades 
paraestatales no sólo es importante por la redistribución de competencias 
en estas dos dependencias. Al ser reincorporada como elemento central 
del SNA, el ejercicio de sus facultades ahora estará determinado desde 
un enfoque que privilegie la coordinación con los demás componentes del 
sistema en materia de control interno, auditoría, prevención, simplificación 
4	 El planteamiento original en el SNA era la creación de un órgano autónomo constitucional 

en materia anticorrupción que asumiera parte de sus funciones, que no prosperó. Entonces, 
la derogación del artículo 37 de la LOAPF en enero del 2013, que daba existencia y 
enlistaba las facultades de la SFP nunca procedió, por lo que esa dependencia continuó 
ejerciendo sus atribuciones, primero con un encargado del despacho y un mes después 
con un titular de la dependencia por nombramiento.
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administrativa, declaraciones patrimoniales y de intereses de servidores 
públicos, y en un ámbito más general la generación de prácticas y una 
cultura administrativa más transparente y orientada hacia la rendición de 
cuentas ante la ciudadanía. 

Otro aspecto fundamental del marco legal que restituyó a la SFP, es que 
mediante la Ley General de Responsabilidades Administrativas se le confiere 
la obligación de verificar la información de las declaraciones patrimoniales 
y de intereses de los funcionarios públicos, dentro de sus responsabilida-
des como ente encargada de implementar las políticas de coordinación 
que promueva el Comité Coordinador del Sistema Nacional Anticorrupción. 
También debe tomarse en consideración el nivel de participación de la 
sociedad civil que se registró por medio del impulso y presión ejercidos 
para su elaboración5. Actuando de forma complementaria respecto 
a los otros componentes del marco legislativo, especialmente a la Ley 
Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos, amplía varias 
prerrogativas contenidas en ésta hacia los demás órdenes de gobierno, 
estableciendo directrices y obligaciones aplicables a cualquier nivel del 
servicio público. Particularmente, el texto se enfoca en la definición clara 
de figuras y procesos vinculados con la prevención, combate y sanción de 
la corrupción. Se establecen tipos nominales de corrupción, incorpora a 
actores como candidatos, líderes sindicales y equipos de transición como 
sujetos bajo su jurisdicción, estipulando sanciones más severas contra 
infractores. 

Existe también una fuerte influencia de los acontecimientos y lógicas de la 
digitalización de gobiernos y la seguridad de sus datos en esta ley. Prueba 
de ello, es que se da un tratamiento simétrico al proceso de investigación y 
denuncia, puesto que al mismo tiempo que se establece la obligatoriedad y 
publicidad de la declaración de intereses y comprobante de cumplimiento 
de las obligaciones fiscales, incrementando el acceso a la información, 
también se considera la protección al denunciante. Dos de las formas 
más evidentes de ello en la ley son el planteamiento de plataformas de 
denuncia sencillas e independientes de los organismos vigilados, y la 
incorporación de la figura del whistleblower, bajo la que el sujeto tendría 
derecho a protección como informante si se tratara, por ejemplo, de un 
servidor público denunciando irregularidades. De esta manera se pueden 
comenzar a revirar los incentivos desde la protección y contubernio de 
este tipo de actos hacia su denuncia con garantías para el individuo. 

No obstante, en la versión aprobada y publicada no se consideró la 
obligatoriedad de consultar la lista de funcionarios sancionados al registrar 
candidaturas o corroborar declaraciones. Por otra parte, en el texto actual 
5	 Una de las formas más concretas en las que este interés quedó evidenciado fue la 

propuesta avalada por poco más de 634 mil firmas, y sometida a votación en el Senado. 
IMCO, “Las siete leyes del Sistema Nacional Anti-Corrupción”, consultado el 8 de octubre 
del 2016 en http://www.imco.org.mx

María del Carmen Pardo   Cambios a la Ley Orgánica de la Administración Pública 201

RAP 141.indd   199 26/01/2017   11:49:57 a. m.

http://www.juridicas.unam.mx/       https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv 
Esta revista forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 

https://revistas-colaboracion.juridicas.unam.mx/

DR © 2016. Pontificia Universidad Javeriana, Facultad de Ciencias Jurídicas 
http://revistas.javeriana.edu.co/index.php/vnijuri/issue/archive 



no se contemplan todavía recompensas o estímulos a los denunciantes. 
Es importante mencionar que en el ámbito público una de las mayores 
críticas a esta versión de ley es que no se contemplan los montos en la 
declaración patrimonial de los funcionarios, con lo que se dificulta evaluar 
las formas y cantidades en la que se modifica dichos patrimonios.

Consideraciones finales

Revisar los cambios que han ocurrido durante la actual administración en 
materia de estructuras para el combate a la corrupción, particularmente 
respecto a la Secretaría de la Función Pública que desaparece y 
reaparece, es evidente que estos cambios han estado marcados por una 
lógica eminentemente política, que hace que el desarrollo administrativo 
no necesariamente sea lineal, ni ocurra de forma neutral y aislado de 
presiones e intereses. La creciente complejidad y complicación que en-
frenta el gobierno llevó a la reformulación de uno de los componentes más 
importantes del Sistema Nacional Anticorrupción. En un primer momento, 
en un entorno político favorable, se eliminó una secretaría de Estado con 
el propósito de contar con un organismo autónomo que la supliera, bajo 
la lógica de que su autonomía podría influir en su eficacia. Pero en un 
escenario adverso y de enorme desgaste, incluso de la tarea legislativa, 
cuyo resultado incidió en avivar el conflicto político, se revierte la decisión 
con lo que reaparece una secretaría disminuida y llamada a enfrentar retos 
de factura inédita que exigen certeza y contundencia en las atribuciones 
que le quedaron, lo que no se antoja una tarea fácil. 

Un último punto que se debe considerar, para que resulte exitoso el trabajo 
de un organismo autónomo o no, no sólo depende del diseño institucional 
con el que se le arrope, sino de manera preponderante de las capacidades 
administrativas con las que cuente, así como con el compromiso y 
profesionalismo de sus funcionarios. Si la actividad sustantiva de un 
organismo se limita a cumplir sus atribuciones bajo la lógica burocrática 
(en sentido negativo) de que se lleven a cabo en tiempo y forma, sin 
atender y cuidar otros muchos aspectos, como si la información y la forma 
en la que se maneja es correcta; si conocen su tarea y la llevan a cabo 
con compromiso; si aportan y atienden la demanda de ciudadanía a la que 
va dirigida su función; si se comunican y coordinan con otras áreas, entre 
otros muchos aspectos que harían de la función pública un mecanismo de 
transformación social. 

En el contexto de una propuesta del calado del SNA, esto parece no sólo 
necesario, sino urgente. Esto obligaría a dejar de operar bajo la lógica sólo 
de procesos, y pasar, como lo sugiere la NGP, a una consideración más 
activa de la participación ciudadana y a la lógica orientada a resultados. 
De igual forma, a continuar en un esquema de pesos y contrapesos, 
teniendo al Legislativo como actor que participa y a la vez supervisa 
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y es supervisado respecto a los avances y logros del nuevo esquema 
anticorrupción. En síntesis, los cambios a las normas son importantes, pero 
no suficientes para lograr articular y dar forma a esquemas innovadores en 
el que el resultado que se espera si pueda convertirse en una importante 
contribución para lograr tener un mejor gobierno y un mejor país. 
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